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El plazo máximo establecido para resolver este
procedimiento y notificarse la resolución es de seis
meses, desde la fecha del acuerdo de iniciación,
cuyo cómputo se podrá suspender o interrumpir en
los supuestos previstos en la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, modificada por la Ley 4/1999 (B.O.E. n.º 12,
de 14/01/99), transcurrido el mencionado plazo sin
haberse dictado resolución y acreditado el primer
intento de notificación se producirá la caducidad del
procedimiento.

Por lo que conforme a lo dispuesto en la Ley 30/
92 y en el R.D. 1398/93, ya reseñado, se le notifica
cuanto antecede, advirtiéndole que, de no efectuar
alegaciones sobre el contenido del acuerdo en el
referido plazo de QUINCE DIAS, o, si las efectúa y
reconoce voluntariarnente su responsabilidad, la
iniciación podrá ser considerada como propuesta de
resolución, siendo la Sanción Propuesta de 300 €
(TRESCIENTOS EUROS).

Lo que se traslada para su conocimiento
significándole que si desea hacer efectivo el importe
de la sanción antes de la resolución del expediente
deberá personarse en la Delegación Provincial de
Economía y Hacienda, sita en el Edificio V Centena-
rio, Torre Sur, 10.ª planta, presentando este Acuerdo
de Iniciación, a fin de que se le expida la carta de
pago correspondiente. POSTERIORMENTE DEBE-
RÁ ENTREGAR EN ESTA DELEGACIÓN DE GO-
BIERNO LA CORRESPONDIENTE COPIA DE DI-
CHA CARTA DE PAGO.

En caso contrario podrá hacer efectivo el pago
una vez resuelto el procedimiento sancionador, y
reciba el documento de pago de la citada Delegación
de Economía y Hacienda.

Notifíquese al Interesado.

La Instructora. M.ª Dolores Padillo Rivademar.

DELEGACIÓN DEL GOBIERNO EN MELILLA

SECRETARÍA GENERAL

ACUERDO DE INICIACIÓN

441.- Vista la denuncia formulada por la Interven-
ción de la Jefatura de Personal del MALRE SUR del
Ministerio de Defensa, contra D. PEDRO CARBALLO
AGUILAR, titular de D.N.I. N.º 45.240.516, y confor-
me a lo previsto en el R.D.1398/93, de 4 de agosto
(B.O.E. 189 de 9 de agosto), se acuerda la iniciación
de expediente sancionador por este Centro para
cuya resolución resulta competente S.E. el Delega-
do del Gobierno en Melilla, a fin de determinar su
responsabilidad en los siguientes.

HECHOS:

Por la intervención de Armas la Jefatura de
Personal de MALRE-SUR se ha requerido (reitera-
das veces) a través de la Delegación de Defensa de
Melilla que el reseñado procediera a regularizar la
situación del arma (DOCUMENTADA CON Guía
Militar) PISTOLA marca ASTRA, cal. 9L n.° 83086,
n.° Guía 767627, sin tener constancia de que dicha
arma haya sido deposita para su posterior regula-
rización (depósito para inutilización, destrucción,
subasta, transferencia o bien para canje por Guia
Civil).

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Estos hechos pueden constituir infracción GRA-
VE, prevista en el art. 23º) de la Ley Orgánica 1/92,
de 21 de febrero, de Protección de la Seguridad
Ciudadana, en concordancia con el art. 156 f) del
Real Decreto 137/1993 de 29 de enero, por el que
se aprueba el Reglamento de Armas, y sanciona-
do según el art. 28.1 con multa de 300.51€ a
1.202.20€.

A tal efecto, se designa como instructora del
procedimiento a D.ª M.ª DOLORES PADILLO
RIVADEMAR, Jefe de Sección, quién podrá ser
recusada según lo dispuesto en el art. 29 de la Ley
de Régimen Jurídico de las Administraciones Pú-
blicas, y del Procedimiento Administrativo Común,
de 26 de noviembre de 1992 (B.O.E. n.° 285, de 27
de noviembre.

Se tramita el expediente según el procedimien-
to general y dispone de un plazo de QUINCE DIAS
para formular alegaciones, así como aportar docu-
mentos o informaciones que estime convenientes
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